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Sanciones impuestas en 
el ejercicio de la inspección 
catastral: un recurso económico 
de titularidad estatal 

ANTONIO 
GONZÁLEZ-CARBALLO 

ALMODOVAR 

e orno es sabido, la promulgación de 
la Ley 39/1988, de 28 de diciem­
bre, reguladora de las Haciendas 

Locales (en adelante, LHL), tiene por 
objeto, desde un punto de vista mate­
rial, la efectiva realización de los princi­
pios de autonomía y suficiencia finan­
ciera de las Entidades Locales, consa­
grados en la Constitución y recogidos 
en el Título VlII de la Ley 7 /1985, de 
2 de abril, reguladora de las Bases del 
Régimen Local (vid. Exposición de Mo­
tivos). 

A tal fin, y siguiendo el mandato del 
legislador constituyente, la LHL pone a 
disposición de las Corporaciones Loca­
les una serie de recursos económicos, 
entre los que destacan, a los efectos que 
aquí interesan, los tributos propios y el 
producto de las multas y sanciones im­
puestas en el ámbito de sus competen­
cias (cfr. art. 2.1 by g). 

Pues bien, no obstante ser el Impues­
to sobre Bienes Inmuebles (en lo suce­
sivo, IBI) un tributo propio de los mu­
nicipios (ex art. 60.1, a, de la LHL), las 
sanciones impuestas en el ejercicio de 
la función de inspección catastral de 
este impuesto (a la que se refiere expre­
samente el art. 78.3 de la LHL) consti­
tuyen ingresos de Derecho público de 
titularidad de la Administración del Es­
tado y no del municipio en cuyo térmi-

no radique el inmueble inspecciona­
do. 

A tal conclusión, discutida en su día 
por las Entidades Locales e incluso por 
algún Centro Directivo del propio Mi­
nisterio de Economía y Hacienda, puede 
y debe llegarse, según la Asesoríajurídi­
ca de la Secretaría de Estado de Hacien­
da y la Dirección General del Servicio ju­
rídico del Estado (vid. dictámenes reca­
ídos en expedientes 524/91, 42/Z92 y 
08629), como consecuencia de la espe­
cial configuración que el legislador ha 
hecho de la aludida función de inspec­
ción catastral y de la naturaleza de las 
sanciones que se imponen en el ejerci­
cio efectivo de la misma, cuestiones és­
tas cuyo análisis constituye precisa­
mente el objeto principal del presente 
artículo, que amablemente me ha «en­
comendado» el Director de la excelente 
revista Catastro, y que a continuación 
paso a desarrollar. 

La función de inspección 
catastral 

La LHL, acuñando novedosamente la 
expresión «inspección catastral», tan 
sólo se refiere de forma expresa a la mis­
ma en un único precepto, el art. 78.3, a 
cuyo tenor «la inspección catastral de es­
te impuesto (IBI) se llevará a cabo por los 
órganos competentes de la Administración 

del Estado, sin perjuicio de las fórmulas 
de colaboración que se establezcan con 
los Ayuntamientos y, en su caso, con las 
Diputaciones Provinciales, Cabildos o 
Comunidades Insulares, de acuerdo 
con los mismos». 

No precisa el legislador el objeto y 
naturaleza de la función de inspección 
catastral, pero tales extremos pueden 
deducirse (ex. art. 23.1 de la Ley Gene­
ral Tributaria en relación con el 3.1 del 
Código Civil) del contexto de la citada 
LHL, disposiciones dictadas para su de­
sarrollo y demás normas tributarias. 

En efecto, la LHL establece que para 
la determinación de la base imponible 
del IBI se tomará como valor de los bie­
nes inmuebles su valor catastral (art. 
66. 2), que se fija a partir de los datos 
obrantes en los correspondientes Ca­
tastros Inmobiliarios (art. 69), que es­
tán constituidos por un conjunto de da­
tos y descripciones de los bienes rústi­
cos y urbanos, con expresión de las 
circunstancias físicas, económicas y ju­
rídicas que den a conocer la propiedad 
territorial (Disposición Adicional Cuar­
ta 1 ). 

De esta manera, el legislador confi­
gura al denominado comúnmente Ca­
tastro como un instrumento fundamen­
tal de la gestión del lBl (hasta el punto de 
llevar a la diferenciación dentro de esta 



«gestión», entendida en toda la amplitud 
del término, de dos procedimientos de 
«gestión» con sustantividad propia: la ca­
tastral y la tributaria strictu sensu), al 
constituir un Registro Público cuya fun­
ción, entre otras, es servir de base de 
datos tributarios vinculados a la impo­
sición sobre la riqueza inmobiliaria. Y 
atribuye expresamente al Centro de 
Gestión Catastral y Cooperación Tribu­
taria (en adelante, CGCCT) competen­
cia exclusiva para la formación, conser­
vación, renovación, revisión y demás 
funciones «inherentes» a los Catastros In­
mobiliarios (cfr. Disposición Adicional 
Cuarta 2). 

Obviamente, entre estas «demás fun­
ciones» se encuentra la función de ins­
pección catastral a que alude explícita­
mente la propia LHL en el transcrito ar­
ticulo 78.3, y menciona también el Real 
Decreto 1477/1989, de 1 de diciembre, 
por el que se regula el CGCCT, (atribu­
yendo competencia para su ejercicio a 
la Subdirección General de Gestión e 
Inspección de los Catastros Inmobilia­
rios y a las Gerencias Territoriales de di­
cho Organismo autónomo). 

Por otra parte, la LHL, reservando a 
la competencia del CGCCT la ya men­
cionada «gestión catastral»,junto con la 
determinación de la base imponible del 
lBl (cfr. art. 78.1 ), otorga la «gestión tri­
butaria» de éste a los Ayuntamientos, la 
cual comprende la «inspección» de dicho 
impuesto» (cfr. art. 78.2 en relación con 
los artículos 11 a 13 de la LHL), como 
función (de inspección tributaria strictu 
sensu) propia y diferente de la inspección 
del Catastro· (que, por lo demás, puede 
ser ejercida también por aquél Organis­
mo autónomo ya que, con independen­
cia de los posibles Convenios de cola­
boración que se suscriban al efecto en­
tre ambas Administraciones Públicas, 
no debe olvidarse que las competencias 
municipales de «gestión tributaria», y 
por ende la inspección del tributo, po­
drán llevarse a cabo por el CGCCT du­
rante 1992 en los términos previstos en 
la Disposición Transitoria Undécima. 1 
de la LHL, prorrogada por la Disposi-

ción Transitoria Novena de la Ley de 
Presupuestos Generales del Estado pa­
ra 1992). 

De acuerdo con lo expuesto, puede 
concluirse ya que el objeto de la ]unción 
de inspección catastral no puede ser, lógi­
camente, otro que, principalmente, la 
investigación de los bienes o derechos a 
incluir en los Catastros y de las circuns­
tancias que les afecten, y la comproba­
ción de las declaraciones por variacio­
nes de orden físico, económico o jurídi­
co concernientes a los bienes o derechos 
incluidos en tales Registros Públicos a 
que vienen obligados sus titulares y/ o 
demás obligados tributarios (ex art. 77 
de la LHL y Real Decreto 1448/1989, 
de 1 de diciembre, de desarrollo de di­
cho precepto legal). 

Asimismo, en el supuesto de que la 
acción inspectora demostrase una omi­
sión del deber de declarar la inclusión 
de bienes o derechos en los Catastros o 
de notificar las alteraciones habidas en 
ellos, tendrá por objeto la incorporación 
de los mismos a dichos Registros con la in­
tegración definitiva de los valores catastra­
les que les correspondan, mediante la 
aplicación de los tipos evaluatorios, 
módulos e índices correctores necesa­
rios para la determinación de su valor 
catastral (o base imponible del tributo, 
de competencia del CGCCT, según se 
ha visto) y subsiguiente notificación al 
contribuyente en cuestión del valor ca­
tastral individualizado, de las eventuales 
sanciones que traigan causa de la infrac­
ción de los deberes formales relacionados 
con los aludidos Catastros, (procediendo a 
la regulación que corresponda), y, por úl­
timo, la resolución del potestativo re­
curso de reposición, e incluso en el Pa­
drón del ejercicio siguiente (cfr. art. 
77 .3 de la LHL) a los efectos de la perti­
nente «gestión tributaria» por el corres­
pondiente Ayuntamiento, al que en to­
do caso se remitirá, con periodicidad 
trimestral, relación de las modificacio­
nes jurídicas habidas en los bienes o 
derechos, siempre que tengan efectos 
tributarios en el lBl (ex. art. 10 del Real 
Decreto 1390/1990, 2 de noviembre, 

de colaboración entre Administracio­
nes Públicas en materia de gestión ca­
tastral y tributaria e inspección catas­
tral). 

Evidentemente, el objeto de la fun­
ción de inspección tributaria, strictu 
sensu, del IBI tiene que ser necesaria­
mente diferente del de la función de 
inspección catastral, toda vez que el le­
gislador ha configurado, novedosamen­
te, tales funciones como distintas e in­
dependientes entre si, al atribuir cada 
una de ellas a órganos de diferentes Ad­
ministraciones Públicas; la del Estado 
(a través del CGCCT) y la Local. 

Al respecto, dado que el articulo 12 
de la LHL determina que la inspección 
de los tributos locales se realizará de 
acuerdo con lo prevenido en la Ley Ge­
neral Tributaria y disposiciones que la 
desarrollen, parece razonable sostener 
que la función de inspección del lBl 
comprenderá las actividades o compe­
tencias a que se refiere el artículo 2 del 
Reglamento General de la Inspección de 
los Tributos del Estado, aprobado por 
Real Decreto 939/1986, de 25 de abril, 
salvo que sean incompatibles con las 
que debe realizar la inspección catas­
tral, de forma exclusiva y excluyente. 

Así, puede concluirse que el objetivo 
de la rejerida inspección tributaria, strictu 
sensu, será la investigación de los he­
chos imponibles del IBI para el descu­
brimiento de los que sean ignorados 
por la Administración Municipal, la in­
vestigación o comprobación de la exac­
titud de las deudas tributarias ingresa­
das en virtud del citado impuesto, la re­
gularización tributaria o práctica de 
liquidaciones que correspondan resul­
tantes de sus actuaciones de comproba­
ción e investigación y sanciones deriva­
das de omisiones o defraudaciones en 
el repetido impuesto (salvo las origina­
das por infracciones formales, que incum­
ben a la inspección catastral), la verifica­
ción del incumplimiento de los requisi­
tos exigidos para la concesión o disfrute 
de cualesquiera beneficios fiscales, y, 
por último, la información a los órganos 
de la Hacienda Municipal y a los sujetos 
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pasivos y demás obligados tributarios 
sobre las normas del IBI (salvo, en rigor, 
las relativas a Catastros y elaboración de 
valores catastrales, de competencia de la 
inspección catastral). 

No serán objeto de la función de inspec­
ción tributaria, strictu sensu, del IBI las 
competencias estatuidas en los aparta­
dos c) y b) del mencionado Reglamento 
General, esto es, la comprobación del va­
lor de los elementos del hecho imponible y 
la integración definitiva de bases imponi­
bles que forman parte del procedimien­
to de determinación de los valores ca­
tastrales, atribuido expresamente, en 
exclusiva, al CGCCT, y que, según se ha 
visto, se ejercerán por la inspección ca­
tastral cuando ésta, con ocasión de una 
actuación inspectora, justificare una 
omisión del deber de inclusión o alta de 
bienes inmuebles en los Catastros In­
mobiliarios, o determinadas variacio­
nes concernientes a los mismos. 

En fin, de las consideraciones hasta 
ahora enunciadas se infiere que ambas 
funciones coinciden en que las dos tienen 
atribuida por nuestro Ordenamiento jurí­
dico una «competencia indistinta» (deno­
minación acuñada por la doctrina para 
referirse a aquellos supuestos en que 
una determinada materia o potestad co­
rresponde, de modo simultáneo y no 
excluyente, a dos o más entes u órga­
nos): la investigación del hecho imponible 
del IBI, otorgada por la LHL y normas 
legales concordantes a órganos de Ad­
ministraciones Públicas distintas con 
diferente finalidad; a la inspección ca­
tastral del CGCCT al objeto de una ade­
cuada formación de una serie de Regis­
tros Públicos, y a la inspección tributa­
ria de los respectivos Ayuntamientos al 
efecto de verificar el correcto pago de 
las deudas tributarias devengadas por el 
tan citado impuesto. 

En definitiva, la articulación práctica 
de ambas funciones en el IBI obliga a tra­
mitar un completo procedimiento inspector 
sobre el mismo, de carácter mixto, que bá­
sicamente consistirá en lo siguiente: 

Si la inspección tributaria, strictu 
sensu, de una Entidad Local, en el ám-

bito propio de su función y competen­
cias inherentes (antes deslindado), 
comprueba que, incluido correctamen­
te un determinado bien o derecho en 
los Catastros Inmobiliarios, no se ha sa­
tisfecho, sin embargo, la deuda tributa­
ria devengada por el mismo a efecto del 
IBI, procederá a la regularización co­
rrespondiente, practicando la pertinen­
te liquidación con sus correspondien­
tes sanciones tributarias. 

Si comprueba que dicho bien o dere­
cho no figura anotado en tales Registros, 
deberá comunicar tal circunstancia a la 
inspección catastral del CGCCT a fin de 
que por la misma se sancione aquella 
infracción formal, se incluya en el co­
rrespondiente Catastro Inmobiliario y 
se determine la base imponible que co­
rresponda a tal bien o derecho (es decir, 
fije su valor catastral) y, posteriormente, 
con base en estas actuaciones de otra 
Administración Pública, procederá a la 
regularización de la situación tributaria 
del sujeto pasivo en cuestión, girando la 
pertinente liquidación e imponiendo 
las oportunas sanciones tributarias. 

A su vez, si la inspección catastral del 
CGCCT, en el ámbito de su función y 
competencia propias, comprueba la 
omisión de la debida inclusión de un 
concreto bien o derecho en los Catas­
tros Inmobiliarios, procederá a la impo­
sición de las sanciones (catastrales) que 
correspondan por tal infracción formal 
y a la fijación del valor catastral de aquel 
bien o derecho, así como a la comuni­
cación de estas actuaciones a la inspec­
ción tributaria, strictu sensu, del Ayun­
tamiento de que se trate, a fin de que 
por este otro órgano se inicie una ac­
tuación inspectora, strictu sensu, con­
ducente, en su caso, al giro de liquida­
ción por el IBI que corresponden por la 
tenencia de aquel bien o derecho, de 
existencia ignorada por dicha Adminis­
tración Municipal, y a la imposición de 
las oportunas sanciones (tributarias ) 
derivadas de la falta de pago de la deu­
da desvengada por aquel hecho impo­
nible hasta entonces oculto. 

Estando debidamente dado de alta 

un bien o derecho en los mencionados 
Catastros, la inspección catastral del 
CGCCT comprobará la certeza de los 
datos referentes a los mismos y si, como 
consecuencia, debe revisar el valor ca­
tastral originariamente asignado a di­
cho bien o derecho, por inexactitud de 
las declaraciones del sujeto pasivo u 
obligado tributario en cuestión, deberá, 
con independencia de la imposición de 
las sanciones (catastrales) que corres­
pondan, comunicar esta modificación 
de base imponible a la inspección tri­
butaria, strictu sensu, de la Corpora­
ción Local de que se trate, al objeto de 
que ella regularice la situación tributa­
ria del sujeto pasivo titular de aquel 
bien o derecho, que ha efectuado pagos 
por deuda tributaria menor a la que en 
realidad correspondía, por ser inferior 
la base imponible fijada en virtud de 
sus declaraciones al efecto. 

Naturaleza de las 
sanciones in1puestas en el 
ejercicio de la función de 
inspección catastral 

Según se apuntó al comienzo de este 
artículo, las Entidades Locales y algún 
Centro Directivo del Ministerio de Eco­
nomía y Hacienda defendieron en su 
dia la tesis de que la inspección catastral 
a que se refiere el art. 78.3 de la LHL se 
configura como una función de inspec­
ción del IBl, y no como una función de 
inspección del Catastro , la cual está 
contemplada, no en este artículo 78.3, 
sino en la Disposición Adicional Cuarta 
de la LHL, de manera que las sanciones 
de referencia son sanciones por el in­
cumplimiento de obligaciones formales 
en el ámbito del IBI, esto es, de natura­
leza tributaria, pues las obligaciones in­
cumplidas tienen tal naturaleza de con­
formidad a lo dispuesto en el art. 35 de 
la ley General Tributaria (en adelante, 
LGT), y, por consiguiente, forman parte 
de la deuda tributaria del IBI (ex. art. 58 
de la LGT), que corresponde sin merma 
alguna al Ayuntamiento en cuyo térmi-



no municipal esté ubicado el inmueble 
de que se trate, debiendo ser recaudada 
(la sanción tributaria en cuestión) por 
la Entidad Local que ejerza tal función 
reacaudatoria en el correspondiente 
municipio. 

Sin embargo, dicho razonamiento ju­
rídico es desafortunado por las conside­
raciones que a continuación se exponen: 

Como se ha señalado en el apartado 
precedente, la LHL, se refiere a los «Ca­
tastros Inmobiliarios Rústicos y Urba­
nos» en la Disposición Adicional Cuar­
ta configurándolos como» ... un conjun­
to de datos y disposiciones de los 
bienes inmuebles rústicos y urbanos ... 
que den a conocer la propiedad territo­
rial y la definan en sus diferentes aspectos 
y aplicaciones», añadiendo que serán de 
competencia del Estado, y se ejercerán 
por el CGCCT, las funciones «inheren­
tes» a tales Registros Públicos, entre las 
que cabe incluir la de «inspección ca­
tastral» que aparece ciertamente recogi­
da de forma expresa en otro precepto 
de la LHL, el 78.3, referido al IBI. 

Pues bien, de conformidad a una in­
terpretación de tales normas efectuada, 
como ordena el art.23.1 de la LGT, en 
relación con su «contexto» (o concor­
dancia entre los preceptos que tratan el 
mismo tema dentro del total Ordena­
miento jurídico, según precisan las sen­
tencias del Tribunal Supremo de 14 de 
mayo de 1980 y 14 de mayo de 1983) y 
«atendiendo fundamentalmente a su espí­
ritu y finalidad», se llega indefectible­
mente a una conclusión contraria a la 
propugnada por las Entidades Locales y 
Centro Directivo de referencia, arriba 
expresada, y, más concretamente, a la 
conclusión de que los ingresos origina­
dos por las sanciones impuestas en el 
ejercicio de la función de inspección ca­
tastral, aun en el caso de desarrollarse 
ésta en el concreto ámbito del IBI, son 
de titularidad de la Administración del 
Estado y no de los municipios en cues­
tión. 

En efecto, de las prescripciones con­
tenidas en la Disposición Adicional 
Cuarta y art. 78.3 de la LHL se despren-

de que la voluntad del legislador es la 
configuración del Catastro (o «Catas­
tros Inmobiliarios», según en termino­
logia legal antes citada) como «una insti­
tución especifica, cuyo contenido determi­
na que los datos que en él constan surtan 
efectos, de modo primario e inmediato, en 
el IBI, ámbito natural (aunque no único ni 
exclusivo, como se verá con posteriori­
dad) al que afectan cuantas modificacio­
nes sufra el referido Catastro. 

Esta influencia directa del Catastro 
en el ámbito del IBI explica y justifica la 
referencia que realiza el artículo 78.3 de 
la LHL, pero sin que ello quiera decir 
que de todas las funciones relativas o 
«inherentes a los Catastros Inmobilia­
rios» se desgaje o separe la función de 
inspección catastral para el ámbito con­
creto del IBI. 

Profundizando en este punto, puede 
afirmarse que la identificación entre 
«inspección tributaria, strictu sensu, 
del lBl» e «inspección catastral del mis­
mo» no tiene una justificación material 
en cuanto al contenido de tales funcio­
nes, dado que esa inspección catastral 
iría dirigida a la comprobación del va­
lor de los bienes inmuebles y de sus 
modificaciones físicas o jurldicas, es 
decir, a la determinación del hecho im­
ponible y de sus bases imponibles, pero 
tales funciones coincidirían con las propias 
de la «inspección catastral de cualquiera 
de los impuestos» que, en el sistema tribu­
tario español, se remiten, de una u otra for­
ma, a los valores catastrales para la deter­
minación de su base imponible. 

En nuestro Ordenamiento Tributario 
son seis los impuestos que contienen 
referencias directas o indirectas a los 
valores catastrales: el IBI y el Impuesto 
sobre el Incremento del Valor de los Te­
rrenos en el marco sobre Sucesiones y 
Donaciones (ambos de forma indirecta, 
o a través del Impuesto sobre el Patri­
monio) en el ámbito de los impuestos 
cedidos a las Comunidades Autóno­
mas; y, por último, el Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas y el Im­
puesto sobre el Patrimonio de las Perso­
nas Fisicas. En concreto, la Ley 19/1991, 

de 6 de junio, reguladora de este último 
impuesto, contempla en su articulo 10.1 
el valor catastral de los bienes rústicos o 
urbanos como uno de los medios para 
fijar el valor de los bienes y efectos de la 
determinación de la base imponible. Y 
a través de este precepto, como se ha in­
dicado, los valores catastrales vienen a de­
terminar o al menos coadyuvar en la de­
terminación de las bases imponibles del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Fí­
sicas, Impuesto sobre Transmisiones Patri­
moniales e Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones. 

Las funciones de «inspección catas­
tral» pueden afectar, por tanto, a todos 
los tributos citados. Por ello, si se consi­
derase que en el ámbito del IBI la ins­
pección catastral se configura como una 
función de inspección del IBI o, lo que 
es lo mismo, que en tal ámbito dicha 
inspección catastral se identifica con la 
inspección tributaria estricta, resultaría 
de algún modo quebrado el principio 
de unidad que, en aras de una correcta 
aplicación del total sistema impositivo, 
debe presidir la actuación catastral. 

En definitiva, gestión (e inspección tri­
butaria estricta) e inspección catastral 
pueden y deben separarse conceptualmen­
te incluso en el ámbito del IBI, correspon­
diendo la primera a los Ayuntamientos 
y la segunda al CGCCT, sin que tal afir­
mación quede desvirtuada por el hecho 
de que el art. 9.1 del ya citado Real De­
creto 1390/ 1990 disponga que la ins­
pección catastral del IBI se realizará de 
acuerdo con la LGT, toda vez que dicho 
precepto se limita a hacer una remisión 
global a la LGT en cuanto a la inspec­
ción catastral del IBI, pero no identifica 
la inspección catastral con la inspec­
ción estricta, funciones ambas que tie­
nen perfecta cabida en la regulación to­
tal de la LGT. 

Llegados a este punto, puede abor­
darse ya el problema de la naturaleza de 
las sanciones impuestas por el CGCCT 
en el ejercicio de su función de inspec­
ción catastral que, efectivamente, ven­
drá fijada por la que tenga la infracción 
correspondiente. 
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En este sentido, la LGT establece en 
su artículo 58 que «l. La deuda tributa­
ria estará constituida esencialmente por 
la cuota definida en el artículo 55 y li­
quidada a cargo del sujeto pasivo. 2. En 
su caso, también formarán parte de la 
deuda tributaria: ... e) las sanciones pe­
cuniarias, con lo que la LGT está con­
templando, pues, ciertamente, la~ san­
ciones como partes integrantes de la 
deuda tributaria que acompañan a la 
cuota. Tal es, desde luego, el supuesto 
mas típico de imposición de sanciones: 
cuando derivan del incumplimiento de 
la obligación tributaria, se integrá,junto 
a la cuota, en la deuda tributaria corres­
pondiente. 

Debe tenerse en cuenta, sin embar­
go, que las sanciones que dan lugar a los 
ingresos sobre cuya titularidad se dis­
cute presentan ciertas peculiaridades. 

En efecto, resulta dudoso que se pueda 
considerar la infracción del deber de de­
clarar ciertas modijkaciones o alteracio­
nes de los bienes inmuebles como una in­
fracción tributaria, «al menos en sentido 
formal». 

En principio, la obligación tributaria 
es aquella constituida «ope legis» entre 
el sujeto pasivo (excede del presente ar­
tículo el análisis de los demás obligados 
tributarios) y la Hacienda Pública, en 
virtud de la cual aquél viene obligado al 
pago de la deuda tributaria (obligación 
principal, ex artículo 35 de la LGT) y a 
cumplir con una serie de deberes de ca­
rácter formal que tienen carácter acce­
sorio (declaraciones, comunicaciones, 
llevanza de contabilidad, registros y do­
cumentos y las demás que señala el 
apartado 2 del citado artículo 35 de La 
LGT). Por consiguiente, sólo cuando tie­
ne lugar un hecho imponible realizado por 
el sujeto pasivo puede hablarse de obliga­
ción de naturaleza tributaria. 

Ocurre que tanto la LGT como diver­
sas leyes especiales recogen , además, 
determinados deberes formales que se 
circunscriben al ámbito fiscal. Son debe­
res de muy diversa índole que, en gene­
ral, tienen por objeto lograr una mejor 
gestión de los tributos, facilitando las la-

bores de inspección y comprobación, 
liquidación y reclamación de aquellos. 
En ocasiones, dichos deberes formales se 
articulan como auténticas prestaciones ac­
cesorias a la obligación principal, en los 
términos ya vistos del artículo 35 de la 
LGT. Pero ello no tiene que ocurrir necesa­
riamente, y el ejemplo más claro de ésto 
es el artículo 78 de La propio LGT, a cu­
yo tenor «constituyen infracciones sim­
ples el incumplimiento de obligaciones 
o deberes tributarios exigidos a cualquier 
persona, sea o no sujeto pasivo, por razón 
de la gestión de los tributos y cuando no 
constituyan infracciones graves». 

Así las cosas, doctrinalmente suele 
distinguirse entre «obligaciones tribu­
tarias» y «deberes tributarios», refirién­
do las primeras a las que nacen o deri­
van del hecho imponible y encuadrán­
dose los segundos dentro del género de 
los deberes de colaboración con la Ad­
ministración. En todo caso es significa­
tivo el hecho de que tales deberes sean 
exigidos (y por tanto las infracciones 
puedan ser imputables) a cualquier per­
sona, «sea o no sujeto pasivo». Ello re­
vela la existencia de sanciones susceptibles 
de ser impuestas a quienes no son sujetos 
pasivos, y no será posible, en tales supues­
tos, invocar el artículo 58 de la LGT, ya que 
no existirá cuota tributaria alguna. 

Podrá entonces discutirse si estas in­
fracciones han de calificarse como in­
fracciones tributarias (desde un punto 
de vista formal), al estar contempladas 
en normas de dicho carácter y tener su 
origen en un deseo del legislador de 
conseguir una mejor gestión tributaria 
(entendido tal término en sentido am­
plio), o si, por el contrario, se trata de 
simples infracciones administrativas 
(cuya naturaleza tributaria debe negarse 
precisamente por la inexistencia de he­
cho imponible, o por su independencia 
del mismo) caracterizadas simplemen­
te, frente a la generalidad de las infrac­
ciones de aquel grupo, por estar tipifica­
das en normas de contenido esencial­
mente tributario. 

El problema anterior excede del ob­
jetivo del presente artículo. Basta, con-

siguientemente, con afirmar que, sea 
cual sea la denominación que quiera 
darse a este tipo de infracciones, no 
presuponen necesariamente la existen­
cia de un hecho imponible ni, por tan­
to, de una cuota tributaria. 

En definitiva, infracciones (y, en conse­
cuencia, también las sanciones) que con­
templa el artículo 5 del ya mencionado 
Real Decreto 1448/ 1989, consistentes en 
la omisión del deber de declarar las al­
teraciones físicas, económicas o jurídi­
cas concernientes a los bienes inmue­
bles, pueden encuadrarse en el tipo que 
ha sido expuesto, en cuanto son debe­
res formales impuestos por la Adminsi­
tración con el fin de gestionar de mane­
ra más correcta la totalidad de los tribu­
tos cuyas bases imponibles pueden 
verse modificadas por tales variaciones. 
No pueden considerarse circunscritas al 
ámbito concreto de un determinado im­
puesto, y prueba de ello es que el artículo 
4 del propio Real Decreto 1448/ 1989, al 
señalar quién está obligado a formular 
tales declaraciones, omite cualquier re­
ferencia al concepto de sujeto pasivo y 
alude a «los titulares de los bienes o de­
rechos a que se refiere el artículo 65 de 
la LHL..» ; tales titulares, justamente 
por razón de su titularidad, serán suje­
tos pasivos del IBI, pero no solamente 
de tal impuesto, sino que también po­
drán serlo, en sus respectivos casos, del 
Impuesto sobre el Incremento del Valor 
de los Terrenos, del Impuesto sobre el 
Patrimonio, del Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Físicas, etc ... Por ello, el 
artículo 4 del Real Decreto 1448/ 1989 
no emplea el término «sujeto pasivo»: el 
deber de declarar deriva de la «titularidad 
de un bien», y no se circunscribe a una 
obligación tributaria concreta (con inde­
pendencia de que, de forma posterior o in­
cluso simultánea, tal titularidad -o su ad­
quisición- genere una auténtica obliga­
ción tributaria por un determinado y 
específico concepto). 

En suma, las consideraciones ex­
puestas permiten concluir que el deber 
de declaración de que se trata es un de­
ber formal cuyo incumplimiento gene-
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ra una sanción que no debe encuadrar­
se en el artículo 58 de la LGT, y cuya im­
posición y percepción del ingreso deri­
vado de la misma no tiene por qué co­
rresponder al Ente titular del IBI. 

La titularidad estatal de 
los ingresos derivados de 
las sanciones impuestas 
en el ejercicio de la 
función de inspección 
catastral 

Ya se ha puesto de manifiesto que 
compete al CGCCT la formación, con­
servación, renovación, revisión y demás 
funciones inherentes a los Cacastros In­
mobiliarios, entre las que cabe incluir la 
de inspección cacastral (ex art. 78.3 y 
Disposición Adicional Cuarca de la LHL 
y art. 2 del Real Decreto 1477/ 1989), de 
donde se infiere, implícicameme, que es 
ese mismo Organismo autónomo el que 
debe imponer las sanciones que traigan 
causa de la infracción del deber formal 
de declarar las alteraciones sufridas en 
los bienes inmuebles. 

En este sentido, cabe reseñar que es­
camos en presencia de las llamadas doc­
trinalmente (vid. Sancamaría Pastor Fun­
damentos de Derecho Administrativo, 
pag 882 y ss) «potestades implícitas o in­
herentes», o «implied powers» en el De­
recho Internacional, esto es, aquellas 
que sin conscar de manera explícica en 
la norma de atribución, pueden deducir­
se racionalmente de la misma mediante 
una interprecación sistemática y finalisca 
- en el caso que nos ocupa, de los pre­
ceptos precicados en relación con los ar­
tículos 5 del Real Decreto 1448/1989, 9 
del Real Decretol390/ 1990 y 78 y 80 
de la LGT - que tienda a conferirle co­
herencia, tratándose de un fenómeno 
enteramente natural (aunque peligro­
so) en el proceso de interprecación nor­
mativa: la norma diseña un marco de 
regulación que ha de supon erse cohe­
rente y completo, de donde ha de con­
cluirse que atribuye todas las potesca-

des necesarias -en el supuesto concre­
to contemplado, sancionadoras- para 
que la finalidad reguladora pueda cum­
plirse enteramente. 

Pues bien, aclarado lo anterior, los 
ingresos originados por las controverti­
das sanciones no pueden considerarse, 
en modo alguno, como recursos muni­
cipales. 

En efecto, el articulo 2.1 de la LHL 
enumera los recursos que con ti tu yen la 
Hacienda de las Entidades Locales, entre 
los que descacan, a los efectos que aquí 
interesan, los triburos propios (aparcado 
b) y el producto de las mulcas y sancio­
nes impuestas en el ámbito de sus com­
petencias (apartado g), y ocurre que, 
por una parte, los ingresos derivados de 
las sanciones que nos ocupan no pue­
den calificarse, según se ha señalado en 
el aparcado anterior de este artículo, co­
mo «ingresos tributarios en sentido mate­
rial», por lo que no deviene en aplica­
ción el aparcado b) del artículo 2.1 de la 
LHL, y, de otro lado, tampoco escamos 
en presencia de mulcas y sanciones im­
puestas «en el ámbito de sus competen­
cias», sino que son aplicadas en el ám­
bito de actuación del CGCCT, por lo 
cual no pueden encuadrarse en el apar­
cado g) del mismo precepto. 

Dicha conclusión es, además, lógica, 
dada la multiplicidad de impuestos a 
los que puede afectar el incumplimien­
to del deber formal de realizar determi­
nadas declaraciones relacionadas con 
los bienes inmuebles a registrar en los 
Catrastros Inmobiliarios: si existe un 
Organismo autónomo encargado legal­
mente de la elaboración, conservación e 
inspección de· tales Catastros y una se­
rie de Administraciones Públicas que 
pueden resulcar afectadas por la inclu­
sión o no de ciertos datos en aquellos, 
no se encuentra fundamento razonable 
alguno para afirmar que las sanciones 
impuestas por no cumplir los deberes 
formales «para con dichos Catastros» de­
ban ingresar exclusivamente en una so­
la de esas Administraciones y, más con­
crecameme, en las Haciendas Locales, y, 
justamente por tal razón, el legislador 

configura el aludido deber formal como 
un deber del titular de los bienes en 
cuestión «hacia el CGCCT», y no para 
con cualquiera otra de aquellas Admi­
nistraciones. (Ello explica y justifica, 
por lo demás, los términos en que está 
redactado el ya citado Real Decreto 
1390/ 1990 en el que se preven las dis­
tintas fo rmas de colaboración entre el 
CGCCT y los Ayuntamientos, y entre 
aquél y las Comunidades Autónomas). 

En fin, no obsca a lo expuesto el he­
cho de que el deber formal cuya infrac­
ción da lugar a las controvertidas san­
ciones, aparezca contemplado en el tam­
bién citado Real Decreto 1448/ 1989, 
que desarrolla el artículo 77 de la LHL. 
Ciertamente dicho artículo 77 se en­
cuadra dentro de la regulación particu­
lar del IBI, pero no se trata sino del de­
sarrollo reglamentario concreto de tal 
deber en el ámbito sobre el que directa­
mente, aunque no exclusivamente, influ­
ye, es decir, el IBI. (En el fondo, la in­
fracción de referencia tiene su sustento 
legal - principio de reserva de Ley exi­
gible en el ámbito de las infracciones 
tributarias- en el ya mencionado artí­
culo 78 de la LGT). 

Una vez sentada la no titularidad 
municipal de los ingresos económicos 
derivados de las tan repetidas sancio­
nes, cabe igualmente señalar que los 
mismos no constituyen, tampoco, un 
recurso propio del CGCCT sino, por el 
contrario, de la Administración del Es­
tado. 

Efectivamente, la Ley de Régimen de 
las Entidades Estatales Autónomas, de 
fecha 26 de diciembre de 1958, estable­
ce que la creación de los Organismos 
autónomos habrá de ser autorizada 
siempre por una Ley, que constituirá su 
estatuto regulador y que determinará 
necesariamente sus funciones y los bie­
nes y medios económicos que se les 
asignen para el cumplimento de sus fi­
nes y de los que hayan de disponer pa­
ra la realización de los mismos (cfr. art. 
6). En este sentido, la cicada Ley distin­
gue entre un patrimonio adscrito a di­
chos emes públicos institucionales, pe-



ro de titularidad de la Administración 
del Estado (vid. an. 10) y un patrimonio 
propio, de titularidad de éstos, señalan­
do respecto a éste último que la «Ha­
cienda de los Organismos autónomos 
estará formada por, entre otros concre­
tos recursos que no vienen ahora al ca­
so, los ingresos ordinarios y extraordi­
narios que estén autorizados para percibir; 
según las disposiciones por que se rijan o, 
en general cualquier recurso que pueda 
serles atribuidos (por otras normas)» (cfr 
art. 15). 

Así las cosas y al amparo de la habi­
litación concedida al efecto por el artí­
culo 11 7 de la Ley de Presupuestos Ge­
nerales del Estado para 1989, el Real 
Decreto 1477/ 1989, de 1 de diciembre, 
regula actualmente el CGCCT previ­
niendo que el mismo es un Organismo 
autónomo de carácter administrativo, 
que se rige por las disposiciones de la 
mencionada Ley de Entidades Estatales 
Autónomas, Ley General Presupuesta­
ria y por las del referido Reglamento 
(cfr. art. 1 ). 

Asimismo, establece en su artículo 
19 que, para el cumplimiento de sus fi­
nes, el CGCCT dispondrá de una serie 
de recursos económicos, que enumera 
a continuación, entre los que no se en­
cuentra recogido el constituido por los in­
gresos de Derecho Público provenientes de 
las sanciones que pueda imponer dicho 
Organismo autónomo en el ejercicio de la 
función de inspección catastral. 

Por otra parte, el vigente texto refun­
dido de la Ley General Presupuestaria, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 
1091/1988, de 23 de septiembre, dis­
pone, con carácter general, en su articu­
lo 24. 1, que «la administración de los 
recursos de la Hacienda pública (cons­
tituida a los efectos de dicha Ley por la 
Administración del Estado y sus Orga­
nismos autónomos, ex. art. 2) corres­
ponde, según su titularidad, al Ministerio 
de Economía y Hacienda o a los Orga­
nismos autónomos» (salvo que, como 
ocurre frecuentemente, otra norma de 
rango suficiente atribuya expresamente 
la gestión de recursos de titularidad es-

tatal a los entes institucionales en cues­
tión). 

En definitiva, de las consideraciones 
enunciadas se infiere que los ingresos 
que tengan su origen en las sanciones 
de repetida mención, aun impuestas por 
el Organismo autónomo «CGCCT», no 
son de titularidad de éste sino de la Ad­
ministración del Estado, a quien pro­
piamente corresponde, por lo demás, la 
administración de tales recursos eco­
nómicos (ya que el artículo 2 del reite­
rado Real Decreto 1477/ 1989, no en­
conmienda, en modo alguno, al CGCCT 
la gestión de los mismos). 

La inspección catastral y 
la Agencia Estatal de 
Ad1ninistración 
Tributaria 

El artículo 4 del vigente Reglamento 
General de Recaudación, aprobado por 
Real Decreto 1686/ 1990, de 20 de di­
ciembre aplicable a los Organismos au­
tónomos (ex. art. 2), determina que la 
competencia de recaudación (consis­
tente en el ejercicio de la función admi­
nistrativa conducente a la realización de 
los créditos de Derecho público, y por 
tanto, de los derivados de sanciones ca­
tastrales, sean administrativas o tributa­
rias), está atribuida al Ministerio de 
Economla y Hacienda y se llevará a ca­
bo, en período voluntario, por los órga­
nos del Estado y de los Organismos au­
tónomos «que tengan atribuida la gestión 
de los correspondientes recursos económi­
cos». (En período ejecutivo, se efectuará, 
en todo caso, por los órganos de recau­
dación del citado Departamento Minis­
terial.) 

Consecuentemente, dado que, según 
se ha visto, el CGCCT no tiene enco­
mendado por su norma reguladora (ni 
por otra alguna) la administración o 
gestión de recursos originados por las 
sanciones impuestas por el mismo en el 
ejercicio de su función de inspección 
catastral, se colige sin dificultad que la 
recaudación de tales ingresos se ha de 

llevar a cabo, necesariamente (ex. art. 4 
de la Ley de Procedimiento Administra­
tivo), por los órganos de recaudación 
del Ministerio de Economía y Hacienda 
y, más concretamente, por aquéllos que 
expresamente indica el art. 8 del men­
cionado Reglamento General. 

Ahora bien, en virtud de lo dispues­
to en el artículo 103, once, 5, de la Ley 
31/ 1990, de 27 de diciembre, (en la re­
dacción que le dió la disposicion Adi­
cional 17ª de la Ley 18/ 1991, de 6 de 
junio), y en las normas de desarrollo y 
aplicación del citado precepto legal 
(fundamentalmente, Ordenes Ministe­
riales de 25, 26 y 27 de diciembre de 
1991 ), las funciones recaudatorias de 
referencia corresponden en la actuali­
dad a las unidades y órganos pertinen­
tes de la Agencia Estatal de Administra­
ción Tributaria. • 

Antonio González-Carballo 
Almodovar 

Abogado del Estado 
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